PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Subsecretaría de Información Pública y Comunicación Social dependiente del Ministerio Coordinador, realice una campaña de difusión masiva de la Ley Nacional Nº 26.222, mediante la cual se otorga a los trabajadores la posibilidad de optar por el sistema público de reparto previsional; anexando a todos los impuestos, tasas y contribuciones un instructivo que contenga la información básica sobre la opción legislada. 

Sr. Presidente:

 

Es innegable el avance en materia de información que la tecnología ha puesto al servicio de todos. También es innegable el derecho de todo ser humano a ser informado. Véase sin ir más lejos que uno de los principios que rige el sistema republicano es el de la publicidad de los actos de gobierno.

 

Durante la década de los 90 y en ocasión de la promulgación de la Ley de AFJP que estableció el sistema de capitalización en materia previsional sostenido por el gran negocio de las AFJP,  hemos sido testigos silenciosos de las denuncias sobre fraude en el traspaso a dicho sistema. La falta de opción real para muchos trabajadores fue vaciando al sistema público de reparto y colocando a los trabajadores en presa de “caza” del capital especulativo que le cercenaría la posibilidad de un retiro digno a la hora de jubilarse.

 

Ese vaciamiento al sistema público de reparto no pudo hacerse sino desde la más expresa decisión política de vaciamiento de todo lo público como así también a la falta de información que muchos trabajadores padecieron a la hora de “realizar la opción”. Recuérdese, que la Ley  de AFJP establecía que pasado determinado tiempo, la falta de ratificación al sistema público implicaba el traspaso inmediato al sistema de capitalización. Nada más perverso.

 


El régimen de reparto se había transformado en residual, mientras que el de capitalización era (y es) el principal componente del sistema mixto al registrar al 85% de los trabajadores en las AFJP. Existen 13,5 millones de trabajadores inscriptos en el sistema mixto de jubilaciones y pensiones, 11,5 millones en las AFJP, de los cuales registran aportes 4,8 millones y 2 millones en el régimen previsional público, de los cuales registran aportes 0,6 mil. Alrededor de 0.7 mil monotributistas hacen efectivo su aporte
.

 


Los cambios en las estructuras económicas y en la constitución real impuestas por los sectores sociales predominantes, durante los últimos treinta años, profundizaron el carácter regresivo del patrón distributivo. Esta tendencia se reforzó en el campo de la seguridad social con la reforma de 1994 que influyó en la pérdida del carácter redistributivo de la previsión social y en la pérdida de ciudadanía.

 


El fortalecimiento del régimen previsional público requiere restablecer las contribuciones patronales al nivel que tenían antes de 1993 y devolver al sistema público la totalidad de los aportes de los trabajadores que hoy administran las AFJP
.

 


A todas luces surge que cualquier sistema de seguridad social que organice el Estado debe responder a los principios fijados en el art. 14 bis de la Constitución Nacional y los  tratados internacionales de derechos humanos, que tienen jerarquía constitucional, garantizando la seguridad social como un derecho humano fundamental, la administración de los sistemas por los interesados, con participación del Estado, autonomía económica y financiera y la movilidad de las jubilaciones y pensiones. 

 


La proporcionalidad de las jubilaciones con los salarios, y el carácter sustitutivo de las mismas, forman parte del desarrollo de los derechos de los trabajadores y de los jubilados y no puede ser materia de normas y políticas regresivas sin entrar en colisión con el bloque constitucional vigente.

 


El éxito en el traspaso masivo de los trabajadores al régimen previsional público implicará un verdadero referéndum en su favor y nos permitirá colocar en la agenda de los gobiernos el restablecimiento de los derechos a la seguridad social.

 


El régimen de capitalización individual, que coexiste dentro del sistema mixto con el régimen previsional público, no forma parte de la seguridad social y debe desvincularse de la misma, organizándose su funcionamiento, en el plano de los intereses y necesidades individuales, conforme las previsiones de la legislación civil y comercial de los seguros.

 


Esta Provincia de Santa Fe tiene la oportunidad histórica, en términos de responsabilidad, de “informar” a todos sus ciudadanos cuáles son sus derechos, garantizando su concreción aún cuando las normas que lo enmarquen sean emanadas de otro órgano legislativo.




Por todo lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.
� Ver datos en la página de la Superintendencia: safjp.gov.ar 


� Al mes de abril de 2007 representan $ 93.000 millones.





